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RESUMEN 
La influencia de la disciplina económica en la Constitución Política de 1991 refleja 
una repercusión en el ámbito jurídico que amenaza con la estabilidad de las instituciones 
jurídicas. A partir de la reforma constitucional realizada por el Acto Legislativo 03 de 
2011, las decisiones judiciales que se emiten en el desarrollo de las dinámicas del Estado, 
emitidas por las Altas Cortes, están sujetas a un incidente de impacto fiscal, el cual, en 
caso de observar una repercusión considerable en las finanzas del Estado, permite diferir 
los efectos de las sentencias, la modulación o modificación, de las mismas. Observando 
la relevancia de las sentencias de tutela que estudia la Corte Constitucional en el ejercicio 
de sus competencias y la posibilidad de que estas puedan modificarse, diferirse o 
cambiarse, resalta una afectación importante al principio de seguridad jurídica, que 
sucumbe parcialmente a los intereses económicos del Estado.  
Con fundamento en lo acotado, el presente documento se orienta al análisis del 
incidente fiscal incorporado a la Constitución Política de 1991 con el Acto Legislativo 03 
de 2011, y su afectación negativa al principio de seguridad jurídica reflejado en  la 
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ejecutoria de las sentencias de tutela que se revisan en la Corte Constitucional, las cuales  
en determinados casos vinculan al Estado para garantizar el cumplimiento de los derechos 
fundamentales, respondiendo  la incógnita ¿El incidente de impacto fiscal contenido en 
el artículo 334, incorporado a la Constitución Política de 1991 a partir del Acto 
Legislativo 03 de 2011, repercute en la ejecutoria de las sentencias de tutela emitidas por 
la Corte Constitucional, en el ejercicio de sus funciones constitucionales? Orientando la 
evidencia de lo recaudado, a sustentar la estabilidad del sistema jurídico que se somete a 
una decisión de carácter económico, en donde se desconoce lo que en derecho los 
magistrados de la Corte Constitucional interpretan del texto superior en un caso en 
particular, justificado en la sostenibilidad fiscal.  
Palabras clave. Estado de Bienestar, Neoliberalismo, Economía, Incidente de Impacto 
Fiscal, derechos fundamentales, Seguridad Jurídica, Colombia. 
ABSTRACT 
The influence of economic discipline in the Political Constitution of 1991 reflects an 
impact on the legal field that threatens the instability of legal institutions. As of the 
constitutional reform carried out by Legislative Act 03 of 2011, the judicial decisions that 
are issued in the development of the dynamics of the State, issued by the High Courts, are 
subject to an incident of fiscal impact, which in case of Observing a considerable impact 
on the finances of the State, allows to defer the effects of the sentences, the modulation 
or modification thereof. Observing the relevance of the tutela rulings studied by the 
Constitutional Court in the exercise of its powers and the possibility that these may be 
modified, deferred or changed, highlights an important impact on the principle of legal 
security, which partially succumbs to the economic interests of the State. 
Based on the above, this document is oriented to analyzed of the fiscal incident  
incorporated into the Political Constitution of 1991 with Legislative Act 03 of 2011, and 
its negative impact on the principle of legal certainty reflected in the execution of the 
tutela sentences that are reviewed in the Constitutional Court, which in certain cases bind 
the State to guarantee compliance with fundamental rights, answering the question: The 
incident of fiscal impact contained in Article 334, incorporated into the 1991 Political 




guardianship sentences issued by the Constitutional Court, in the exercise of its 
constitutional functions? looking at evidence incorporated into the document, to support 
the instability of the legal system that is submitted to an economic decision, where it is 
unknown what in law the magistrates of the constitutional court interpret the superior text 
in a particular case, justified in fiscal sustainability. 
Keywords. Welfare State, Neoliberalism, Economy, Fiscal Impact Incident, 
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El Estado Contemporáneo, es un concepto que conjuga diferentes dimensiones de la 
vida social de los individuos, para concentrar el poder y permitirles el desarrollo en 
comunidad dentro de un determinado territorio, en las condiciones que determina cada 
sociedad. No obstante, el impacto que tuvo la constitución de los Estados modernos con 
la implementación de del modelo liberal establecido en la Revolución Francesa, y 
posteriormente con la declaración universal de los derechos humanos, le incorporó 
nuevos conceptos, que ampliaron las dimensiones del Estado, vinculándolo al 
cumplimiento obligaciones con relación a los ciudadanos (Bermúdez; Morales, 2012, p. 
55).  
Posteriormente, con el creciente desarrollo económico impulsado por el fenómeno 
industrial que se propagó por todo el planeta, el modelo de Estado clásico liberal generó 
una nueva variante, teniendo como punto de partida un modelo económico basado en el 
consumo de bienes y servicios, que se orientó a la ampliación de obligaciones del Estado 
y al otorgamiento de bienestar económico a la ciudadanía, denominando este modelo de 
Estado como Estado de bienestar o “welfare state”. 
En Colombia, a partir de la Constitución Política de 1991, se adoptó la figura del 
Estado Social de Derecho, orientándose a promover en la comunidad la inclusión y la 
participación, dirigida  a los sectores sociales  que se encuentran en situación de 
desventaja del goce efectivo de sus derechos fundamentales, ejecutando en el desarrollo 
de sus actividades la realización de la justicia social y la dignidad humana, 
instrumentalizando la sujeción de las autoridades públicas a los principios, derechos y 
deberes impuestos por la Constitución Política (Corte Constitucional, 2001, Sentencia C-
1064, Manuel José Cepeda Espinosa). 
Sin embargo, la ampliación de las obligaciones del Estado implica en términos 
económicos un mayor acaparamiento de los recursos sin coactar las iniciativas privadas, 
situación que generó un cambio trascendental en Colombia, toda vez que por más de un 
siglo las obligaciones del Estado eran limitadas y las iniciativas privadas encontraban 





Esta situación, aunada a las características del territorio y la diversidad demográfica 
de Colombia, impuso un reto económico para el Estado, que mientras implantaba un 
modelo intervencionista para equilibrar las distancias sociales, presentaba cambios en la 
economía con el objetivo de incursionar al escenario internacional,  que ya contaba con 
un modelo global económico de carácter neoliberal, gestando un conflicto que se refleja 
en la actualidad, entre los intereses económicos y la protección de los derechos 
constitucionales. Esta tensión, ha marcado una notoria diferencia en el Estado 
colombiano, quien, tras casi tres décadas de la promulgación de la Constitución Política 
de 1991, presenta un amplio marco de desigualdad, estando el Estado en mora para el 
cumplimiento de los planteamientos constitucionales.  
La adopción del Estado Social de Derecho como un modelo filosófico de organización 
política, incorporado en la Constitución Política de 1991, generó un cambio trascendental 
en la organización Estatal, la cual se orienta a favorecer los sectores de la población del 
país que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad, implementando el 
intervencionismo del Estado para equilibrar las cargas sociales y materializar los 
postulados contenidos en el texto superior (Rodríguez, 2011). 
El principio de seguridad jurídica es un principio de carácter constitucional, que se 
desarrolla sistemáticamente en el texto superior a partir de su estimación en el preámbulo, 
destacándose por materializarse en diferentes dimensiones dentro del Estado social de 
derecho. Su definición refiere la garantía de veracidad de los demás principios 
constitucionales (Charry, 2016, p. 56), caracterizándolo como un principio integrador, 
que se evidencia ante la preexistencia de la aplicación de valores y otros principios 
constitucionales. 
La Corte Constitucional ha indicado, que el principio de seguridad jurídica en las 
dinámicas propias de la interpretación jurídica, como en su aplicación, se manifiesta como 
una condición necesaria que permite consolidar un orden social revestido de justicia, 
alcanzando su máxima expresión con la efectividad de los derechos y libertades que 
contempla el orden constitucional, permitiéndole a los ciudadanos referir las decisiones 
del sistema jurídico, en las cuales se puede ordenar, prohibir o permitir (Corte 




En síntesis, el principio de seguridad jurídica manifestado a través de las decisiones 
jurisdiccionales expresa de manera confiable la objetividad de la aplicación jurídica, 
además de orientar la interpretación normativa que responde a la lógica del sistema 
jurídico, siendo un principio fundamental en la expresión del Estado social de derecho, al 
integrar otros principios para la efectividad de los postulados superiores. 
El 01 de julio de 2011, el Congreso de la República  aprobó el Acto Legislativo 03 de 
2011, en virtud del cual se modificó el artículo 334 de la Constitución Política, se 
introdujo al texto superior, la figura del incidente de impacto fiscal, respondiendo a la 
racionalización de los gastos de la nación, orientada al cumplimiento de los fines del 
Estado (Perea, 2018, p. 6),  en virtud de los cuales, el Procurador General de la Nación o 
uno de los Ministros del Gobierno, en observancia de la sostenibilidad fiscal del Estado, 
solicitará la aplicación del incidente de sostenibilidad fiscal el cual conforme al análisis 
pertinente, podrá modular, modificar o diferir los efectos de la misma, orientándose a 
prevenir las alteraciones representativas en las finanzas del Estado. 
Visto lo anterior y en contraste con el principio de seguridad jurídica,  que se concreta 
con la firmeza de las decisiones judiciales, integrando igualmente al principio de cosa 
juzgada, a partir del cual los Jueces materializan las decisiones sustentadas en derecho, 
como expresión objetiva del sistema jurídico, se presenta una dinámica de conflicto, que 
expone por un lado las decisiones jurisdiccionales con la capacidad fiscal del Estado para 
ejecutarlas, impactando importantemente el principio de seguridad jurídica, que se 
enfrenta ante una posibilidad de modulación, modificación y diferencia de sus efectos 
jurídicos. 
El presente documento se orienta a analizar el impacto del incidente fiscal incorporado 
a la Constitución Política de 1991 con el Acto Legislativo 03 de 2011, con relación al 
principio de seguridad jurídica manifestado en las sentencias de tutela revisadas por la 
Corte Constitucional, a partir de la implementación de un análisis de la dogmática 
jurídica, orientándose a resaltar la influencia de las determinaciones económicas de 
carácter neoliberal sobre los postulados constitucionales que consolidan el principio de 
seguridad jurídica, respondiendo a la incógnita ¿El incidente de impacto fiscal contenido 




Legislativo 03 de 2011, repercute en la ejecutoria de las sentencias de tutela emitidas por 
la Corte Constitucional, en el ejercicio de sus funciones constitucionales?  
Para  el desarrollo de lo planteado, se implementará una metodología filosófica y 
dogmática, que tendrá como  punto de partida  los orígenes republicanos del Estado 
Colombiano y su inestabilidad socio política que tuvo repercusión en un volumen 
considerable de constituciones políticas las cuales planteaban diferentes modelos de 
organización territorial e institucional, extendiendo dicho análisis hasta la configuración  
del Estado Social de Derecho consagrado con la Constitución Política de 1991. 
Posteriormente, se relacionará la información dogmática con la influencia de la disciplina 
económica en la actual Carta Política, haciendo referencia al incidente de impacto fiscal, 
para contrastar lo evidenciado con el rol que desarrolla la Corte Constitucional y las 
sentencias de tutela que emite en ejercicio de sus funciones, permitiendo reflejar el 
impacto sobre el principio de seguridad jurídica. 
1. EL ESTADO DE BIENESTAR 
El concepto de Estado se relaciona íntimamente con el poder político 
institucionalizado, es decir, el ejercicio del poder implementando las instituciones que se 
constituyen, como consecuencia de la suma de intenciones individuales que buscan 
convivencia pacífica en sociedad. Dentro de esta definición básica del Estado, se 
complementa a partir de la construcción histórica de conceptos básicos la concepción del 
Estado moderno, en donde la nación la institucionalización y el territorio, ofrecen una 
dimensión mucho más amplia de lo que representa al Estado. 
Sin embargo, la centralización del poder en las instituciones estatales no encuentra un 
origen de carácter común, teniendo en cuenta que la centralización del poder se dio a 
partir del surgimiento de las monarquías, en dónde el rey representaba los intereses de 
determinados territorios. Posteriormente, con los cambios políticos gestados en la 
Revolución Francesa, surgió un planteamiento del origen del poder con residencia en el 
pueblo, el cual encontraría un régimen de derechos y libertades para el ciudadano, en 
quien reside el poder qué es transferido a las instituciones que centralizan el poder con 




De lo anterior se deduce, que la concepción básica del Estado surge como una 
necesidad social de ejercer el poder, a través de un determinado grupo de personas que se 
revisten del poder político, quienes ejercen dominación por intermedio de instituciones, 
las cuales materializan las respuestas a las necesidades que manifiesta el mismo grupo 
social. No obstante, las necesidades que se concretaron con el surgimiento de la 
Revolución Francesa, dispuestas a ser atendidas por el Estado, se materializaron en el 
ejercicio de la legalidad y la administración de justicia. 
Es preciso anotar, que, en la conceptualización clásica del Estado liberal, la 
concentración del poder político tuvo una separación de funciones básicas, es decir, que 
las tareas de legislar, ejecutar y juzgar, que se concretan por ministerio del poder político 
que entregaba el pueblo a los gobernantes, encontrarían en una independencia que 
restringe y sustenta un equilibrio en el ejercicio del poder (Hinkelammenrt, 2001, p. 78). 
Con los cambios trascendentales que sufrió la humanidad como consecuencia de la 
Revolución Industrial y los medios de producción de carácter capitalista, en la década de 
los años veinte, se exhibió una crisis de carácter económico, que le permitiría al Estado 
encontrar una función importante en la concepción moderna, que se concreta con la 
capacidad coercitiva de la que lo reviste el poder político, con la finalidad de garantizar 
el funcionamiento adecuado de la producción capitalista, es decir, que adopta un papel 
intervencionista en la economía a favor sociedad y la economía (Ordóñez, 2002, p. 115). 
De lo anterior se puede observar, que el modelo económico capitalista repercutió en 
las funciones del Estado, el cual implementó uso del poder para equilibrar la dimensión 
económica en una dinámica del mercado que promueve abiertamente la competencia. Sin 
embargo, ese intervencionismo sería necesario orientarlo a otras dimensiones de la 
economía, en los cuales la población que tiene como única fuente de capital su fuerza de 
trabajo encontraría bienestar. 
De esta manera se consigue el Estado de bienestar, como una evolución del Estado 
liberal clásico, que acepta la influencia de la economía, posterior al período entreguerras, 
orientándose a favorecer a la sociedad que padece las fluctuaciones del mercado, 





El Estado Bienestar es entonces, una construcción política y económica consecuente 
con la concepción moderna del Estado, que tiene como base fundamental el Estado liberal 
clásico constituido a partir de la Revolución Francesa, en el cual el Estado debe cumplir 
con unas obligaciones básicas garantizaban la convivencia en comunidad. Sin embargo, 
la aparición del Estado de bienestar encuentra sus orígenes en la década de los años 
treinta, en donde se plasma una necesidad fundamental del intervencionismo económico 
por parte de los Estados, que tiene repercusiones en la estructura estatal, a partir de la 
década de los cincuentas posterior a la Segunda Guerra y alcanzando su auge desde 1970 
(Hinkelammenrt, 2001, p. 75). 
El Estado benefactor o “walfare state”, también es consecuente con la identificación 
de nuevas necesidades que se manifiestan en conglomerado social, las cuales se 
fundamentan, cuestionando el rol que deben cumplir las instituciones públicas, 
definiéndose a favor del intervencionismo o asistencialismo, como consecuencia de la 
necesidad de poder coercitivo e interactivo entre la figura del Estado y los gobernados,  
sobreponiéndose parcialmente los postulados liberales que buscan destacar el esfuerzo y 
la libertad de empresa (Collazos, 2005, p. 120). 
Posteriormente, tras la generalización del intervencionismo estatal en las actividades 
económicas, que se plasmó el surgimiento de un denominado bienestar, otorgado a la 
población en términos económicos, se adoptaron nuevas obligaciones  para el Estado 
ahora denominado estado benefactor, constituyendo una diferencia abismal respecto del 
Estado liberal clásico, que se fundamenta en la adopción de obligaciones en materia de 
educación, vivienda y seguridad social, que le hicieron a la figura institucional 
instrumentalizar los poderes públicos, revistiendo de facultades a las instituciones para 
mediar en las actividades el mercado, reduciendo proporcionalmente los derechos 
individuales, con la finalidad de ofrecer una redistribución con efectos económicos 
positivos, en sectores sociales en situación diferencial (Villar, 2007, p. 80).  
El impacto de estas determinaciones permitió la configuración de economías mixtas 
en donde el capital público y el capital privado, buscan cumplir los fines del Estado, a 
partir de la incursión en actividades económicas en las que antes le eran ajenas al Estado, 




En síntesis, se entiende que el Estado de bienestar, se orienta a la promoción y práctica 
de políticas económicas con destino a las poblaciones menos favorecidas de un 
conglomerado social, en pro del equilibrio social, dentro de las dinámicas del mercado de 
una sociedad capitalista. Sus principales características, reflejan un aumento en las 
obligaciones del Estado, qué le vincula a incursionar en diferentes dimensiones de la vida 
social, especialmente se relaciona con la Salud, la Educación y Prestaciones Sociales. 
1.1. Las dificultades en el Estado de Bienestar 
A partir de la formación del Estado de bienestar y su repercusión positiva en la 
economía de consumo, la mayoría de los Estados occidentales propagaron este 
pensamiento durante aproximadamente dos décadas, sin embargo, en los años setentas, el 
modelo institucional del Estado de bienestar, respondería una serie de acontecimientos 
que pusieron en riesgo el diseño institucional de este modelo de Estado, encontrando 
explicación en la crisis fiscal, que desde una perspectiva conservadora, es generada por 
el aumento en las obligaciones del Estado con destino a determinados sectores sociales 
(Ordóñez, 2002, p. 131).  
Un fuerte afianzamiento doctrinal, que confrontó las numerosas obligaciones del 
Estado de bienestar como políticas públicas, se orientó a resaltar la incapacidad de los 
gobiernos para sortear efectivamente las fluctuaciones financieras y económicas, que 
sumado a la crisis de gobernabilidad, matizada con tintes ideológicos, en los cuales se 
promovía activamente la el cumplimiento de las obligaciones nuevas que el Estado 
contrajo, resaltaron una crisis en los postulados del Estado benefactor (Galán, 2009, p. 
345), manifestándose concretamente, con la incapacidad de asumir el control  en todas 
las dimensiones de la economía que exigen las premisas del “welfare state”. 
Es preciso indicar, que las doctrinas contradictorias del Estado bienestar, respondían, 
a las demandas semejantes que manifestaba el creciente mercado internacional, el cual, 
consecuente con sus dinámicas se orientaba a la búsqueda de una desregulación financiera 
que liberará los mercados, con destino a la configuración de un mercado global. No 
obstante, los cambios trascendentales que pusieron en riesgo las premisas del Estado 




manera acelerada la política de la que se componían los gobiernos, toda vez que también 
se atribuye a las dinámicas del mercado. 
Ante el cambio representativo que modificó la estructura del Estado liberal clásico, 
sumado a las nuevas dinámicas capitalistas, se afianzó una demanda que debía atender 
con gradualidad el Estado benefactor, destinada al diseño un ajuste de carácter 
macroeconómico que controlará efectivamente la inflación y el déficit de las finanzas 
públicas. De igual forma, se conminó a los diferentes actores de las políticas económicas, 
al impulso y transformación de los procesos productivos, permitiendo el crecimiento de 
la industria haciéndola trasnacional, situaciones que se truncaban parcialmente por el 
establecimiento de límites a la libertad individual y de las empresas. 
De manera semejante, el aumento de la representación burocrática necesaria para 
garantizar el cumplimiento de las nuevas obligaciones, generó un Impacto en las finanzas 
del Estado, conduciéndolo a limitar el gasto para financiar la expansión, con 
repercusiones en las tasas de desempleo y el sistema de protección social (Ordóñez, 2002, 
p. 102). 
Concretamente, los cambios que exigía las nuevas tendencias económicas al modelo 
estructural del Estado benefactor generaron una crisis en diferentes dimensiones, qué le 
obligó a los gobiernos a responder a esas realidades que le imponía el creciente dominio 
mercantil soportado en la economía de carácter capitalista, generando una transformación 
del modelo de bienestar principal, con sumisión a la economía. 
1.2. El Estado social de derecho y la Constitución política de 1991 
El orden jurídico constitucional desarrollado previo la Carta Política de 1991, se 
orientaba fundamentalmente a la protección los derechos patrimoniales de los individuos, 
dejando de lado la protección y la promoción de los Derechos colectivos, los cuales se 
expresaban tímidamente en el ordenamiento jurídico, otorgando un favorecimiento de los 
intereses individuales, que se sostienen sobre los conceptos de libertad e igualdad, en el 
marco de un Estado de Derecho. 
A pesar de que el orden jurídico establecido con la Constitución de 1886 se prolongó 




derecho en principio no obedecían a la constitución como Norma fundante, teniendo en 
cuenta que esa Constitución se desarrolló con un arraigado tributo a la legalidad, que se 
expresaba fuertemente en el Estado liberal, como una premisa que imperaba desde la 
época de la Revolución Francesa. Sin embargo, posterior a las reformas de 1913 y 1936, 
se amplió la interpretación en el orden jurídico con sustento de la constitución y se dio 
paso parcialmente a la contemplación de los intereses colectivos, haciendo referencia a la 
incursión que tenía en estos en el Estado moderno (Barreto, 2008, p. 95). 
En este orden de ideas, la Constitución Política de 1991, marca un cambio 
trascendental en la estructura política y económica de la nación colombiana, sus premisas 
consagradas en el marco de una composición política heterogénea evocan una 
organización que abandonó el Estado liberal que se estableció por más de 100 años. 
El texto constitucional está sustentado en principios y valores de carácter fundamental, 
que se enmarcan a partir del preámbulo y se desarrollan sistemáticamente a través de su 
estructura de carácter dogmático y orgánico. La adopción del modelo de Estado se define 
en el artículo primero enunciado como "Colombia es un Estado social de derecho, 
organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la 
dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general"(Constitución Política de Colombia. Art.1. 4 de julio de 
1991). 
El Estado social de derecho Colombiano, es entonces, un Estado en virtud del cual las 
determinaciones intervencionistas del Estado, se orienta a la construcción de una sociedad 
equitativa, qué busca equilibrar las diferencias qué se generan como consecuencia de las 
dinámicas económicas (Valencia, 2007, p. 107), en otras palabras, se orienta a la 
redistribución de la riqueza, a partir de una superación parcial del modelo capitalista, en 
donde el Estado interactúa en las dinámicas del mercado para establecer un orden 
económico social que ofrece dimensiones mínimas para dignificar a la persona. 
En consecuencia, de estructura estatal definida en la Constitución de 1991, establece 
por un lado la garantía de los derechos del individuo y por el otro los derechos colectivos, 




pluralismo, que se orienta a limitar ciertas acciones perjudiciales propias del capitalismo 
ortodoxo, buscando equilibrar las cargas económicas que se presentan en desproporción 
con respecto a determinados grupos sociales (Ramìrez, 1994, p. 78).  
Esta incursión derechos colectivos conjugados con los derechos del individuo, a la luz 
de un marco constitucional garante y prevalente, enmarca los valores sobre los cuales se 
construye el nuevo modelo de Estado, resaltando a prima facie los valores de la 
solidaridad, la justicia, la equidad, la libertad y la dignidad humana. 
De igual forma que en el Estado de derecho, el Estado de bienestar establecido con la 
Constitución Política de 1991, se define por el cumplimiento de las obligaciones 
enmarcadas en el contrato social, encontrando un avance fundamental en la 
administración de justicia, que se definía como un pilar fundamental del Estado liberal 
clásico, en donde bajo un nuevo marco constitucional, se ofrecen herramientas de 
interpretación para una concepción mucho más amplia del marco jurídico, en donde los 
jueces están llamados a la interpretación en derecho, sin dejar de lado la aplicación 
principios como las garantías procesales y la seguridad jurídica, que se manifestaban en 
el Estado de derecho, es decir, que si bien el juez arrastra una conciencia jurídica que 
contempla principios de derecho, el nuevo marco constitucional requiere de la aplicación 
de dichos principios sumados a una concepción más amplia que contempla derechos 
colectivos (Marín, 2016, p. 67).  
Sin embargo, a pesar de que la interpretación judicial a la luz de la carta política de 
1991 se sustenta en las premisas constitucionales, las dinámicas sociales impactadas por 
los fenómenos de la internacionalización de la economía, los avances tecnológicos y el 
desarrollo del mercado, han presentado un nuevo reto en materia de interpretación 
jurídica, que parcialmente pone en segundo plano la garantía de los derechos, toda vez 
que es necesario el factor económico para la garantía de los mismos. 
Lo anterior se refleja en la marcada desigualdad que presenta la población colombiana, 
resaltando la inoperancia del Estado de bienestar, por la ineficacia de sus postulados, que 
se presentan con una ruptura como consecuencia impacto económico, que es consecuente 
a las nuevas tendencias del mercado, siendo el poder judicial la única resistencia, qué 




Concretamente, se observa que el Estado de bienestar establecido con la Constitución 
Política de 1991, presenta un marco jurídico garante de los intereses colectivos e 
individuales, los cuales ofrecen a la población mientas para la consecución de la igualdad 
material, en el marco de una economía capitalista. En materia de administración de 
justicia, se observa una ganancia, respecto de los principios que heredó el Estado de 
bienestar respecto del Estado de derecho, permitiéndole al juez aplicar principios 
interpretación jurídica, a partir de una concepción más amplia de los deberes del Estado, 
encontrando obstáculo las dinámicas de la economía, que condicionan el cumplimiento 
de las premisas constitucionales. 
2. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE 1991 
Como anteriormente se resaltó, la Constitución Política de 1991, se destacó por 
contemplar un cambio trascendental en el pensamiento social y político colombiano, 
consagrando principios constitucionales para la sostenibilidad del sistema jurídico-
político, los cuales son entendidos como proposiciones axiológicas normativas, 
concebidas por el poder político, con la finalidad de establecer las bases fundamentales 
sobre las que se sostiene el orden jurídico del Estado (Suàrez, 2016, p. 16). 
Para la Corte Constitucional, los principios contenidos en la carta política de 1991, qué 
se diferencian de los valores constitucionales, son prescripciones jurídicas de carácter 
general que establecen una delimitación política y axiológica, restringiendo espacio de 
interpretación, que le convierte en normas de aplicación inmediata, a los cuales el juez y 
legislador están vinculados a su cumplimiento. 
En este orden de ideas, los principios constitucionales se pueden observar a través de 
la lectura sistemática en la Constitución, tanto en la parte orgánica como en la parte 
dogmática, resaltando la relevancia de su interpretación en materia jurídica, la cual resulta 
ineludible por integrar la misma Constitución y en consecuencia, resaltar por encontrarse 
dotados de toda la fuerza normativa que le concede el artículo 4 del Texto Superior, el 
cual consagra la supremacía constitucional, al indicar que la Constitución Es norma de 




No obstante, el valor normativo de los principios constitucionales, integra el carácter 
general de todas las normas, el cual maneja una textura abierta, que en determinados casos 
constituyen una ineficacia del principio constitucional, al cual está llamado a resolver el 
juez o el legislador, a través de la interpretación sistemática del texto constitucional 
(Ávila, 2012, pág. 62). Algunos de los principios contenidos en la Constitución Política 
del 91, se observan en el artículo primero y cuarto, al referir Estado social de derecho, la 
organización política y territorial, la implementación de la democracia participativa y 
pluralista, entre otros. 
En síntesis, los principios constitucionales se presentan cómo prescripciones formales 
contenidas en la carta política, generados en el proceso de concreción de los valores 
sociales, que están definidos en los Estado, ofreciendo una interpretación restrictiva del 
texto constitucional y, en consecuencia, la materialización de la postura teleológica del 
constituyente. En el caso colombiano, se encuentran dotados de una supremacía 
normativa, al encontrarse dispersos por todo el Texto Superior, manifestando una 
interpretación restrictiva que en casos particulares otorga protagonismos al juez 
constitucional, quien se encarga de precisar el carácter general que los caracteriza, a través 
de una aplicación integra de la Carta Política.  
El principio de seguridad jurídica en el ordenamiento jurídico colombiano 
La seguridad jurídica se presenta como un concepto que tiene una connotación amplia, 
presentándose de manera compleja en los ordenamientos jurídicos, relacionándose 
estrechamente con otros principios de Rango constitucional y legal, por lo cual, se 
desarrollará de manera sucinta en el presente documento, orientándose a Establecer un 
puente que la relacione con las sentencias judiciales. 
El principio de seguridad jurídica, se conecta directamente con la previsibilidad de las 
acciones del Estado y de los particulares, a través de la prescripción normativa, de 
premisas que regulan la interacción dentro del marco del Estado social de derecho, 
relacionándose con conceptos de certeza y legalidad, los cuales refieren directamente a 
un aspecto objetivo de carácter dogmático, que se expresa dentro del ordenamiento 




El principio de seguridad jurídica en Colombia, de conformidad con las estipulaciones 
de la Corte Constitucional, se entiende Como un principio fundamental en los 
ordenamientos jurídicos occidentales, que atraviesa la estructura del Estado de derecho y 
se manifiesta en diferentes dimensiones, teniendo una connotación particular que le 
impide expresarse autónomamente, toda vez que se predica respecto de algo (concepto o 
situación jurídica), es decir, que no puede instrumentalizarse de manera Autónoma para 
desconocer la jerarquía normativa (Corte Constitucional, 1992, Sentencia T-406, Ciro 
Angarita Barón). 
Se caracteriza por presentarse regularmente en dos dimensiones, teniendo por un lado 
el componente estabilizador, que se refleja en la competencia de la Administración, el 
legislador y los jueces, la cual es definida de manera previa a cualquier particular 
sometido a las actividades del Estado, ofreciendo una garantía al ciudadano que le asegura 
una objetividad en la resolución de situaciones jurídicas, y, por el otro, otorgando certeza 
de las normas con las que se resolverán los particulares y el momento qué se decidirá un 
asunto, que se encuentra a resolver por parte del Estado (Arrázola, 2014, p. 6). 
Por otro lado, una dimensión dentro de la cual se manifiesta la seguridad jurídica, se 
relaciona con el aspecto psíquico con el que los ciudadanos perciben la administración de 
justicia, referenciado como un aspecto subjetivo, es decir, el proceso de satisfacción y 
seguridad que encuentra la ciudadanía, en la observancia de la materialización de los 
valores y las premisas que se desarrollan dentro del orden jurídico constitucional, 
situación que hace más complejo precisión del concepto de seguridad jurídica, teniendo 
en cuenta que en un Estado como el colombiano, se cuenta con un número considerable 
de referencias normativas respecto de un mismo particular, aunado a las disposiciones 
jurisprudenciales y actuaciones administrativas, que pueden ser aplicables de manera 
semejante (Corte Constitucional, 2012, Sentencia C-250. Humberto Antonio Sierra 
Porto). 
Concretamente, se entiende que el principio de seguridad jurídica tiene dos 
manifestaciones en el ámbito jurídico colombiano, manejando un aspecto objetivo, 
desarrollado principalmente por la dogmática jurídica, en donde se ofrecen garantías a los 




encuentran a cargo del Estado. Igualmente, se presenta el aspecto subjetivo, en dónde se 
sustenta en el aspecto psicológico de la ciudadanía, respecto de las acciones del Estado. 
2.1. El principio de cosa juzgada en Colombia 
Teniendo en cuenta las diferentes dimensiones y la complementariedad de la que se 
compone el principio de seguridad jurídica dentro del sistema colombiano, entendido 
como un principio que se manifiesta ligado a otros principios y valores constitucionales 
o legales, se observa con relación a las decisiones judiciales, que se manifiesta a través 
del concepto de cosa juzgada, como una dimensión procesal de este principio. 
El origen de la cosa juzgada como principio del derecho, se remonta al derecho romano 
practicado en el segundo siglo después de Cristo, en donde una situación jurídica resuelta 
por un tribunal romano, impedía la novación de la demanda en posteriores ocasiones, 
impidiendo que el tribunal que adoptó la decisión u otro, conociera del particular, como 
consecuencia de respeto a la decisión adoptada en derecho, materializando esta manera 
una confianza en la decisión de los tribunos, cual expresaba una sensación de seguridad 
para las partes que sometían sus asuntos a la justicia. Para el siglo sexto del calendario 
cristiano, en las instituciones de Justiniano se consagraron el principio de cosa juzgada, 
haciendo referencia a la existencia de un nexo de identidad entre las partes y los hechos, 
revistiendo de esta manera la sentencia dictada en tribunal de una eficacia prejudicial, que 
le permitía al juez no pronunciarse nuevamente cuando se pretendía poner en su 
conocimiento (Nisimblat, 2009, p. 252). 
De esta manera podemos observar que, la primera característica de la cosa juzgada, se 
relaciona con su connotación de carácter procesal, la cual reviste de valor a las sentencias 
que emiten los jueces, revistiendo un asunto determinado con una determinación final, la 
cual, en futuras ocasiones no requiere de algún otro pronunciamiento judicial, como 
consecuencia del principio de seguridad jurídica, es decir, que la cosa juzgada permite 
tener certeza de la decisión judicial de un asunto determinado, con la garantía de que éste 
no se modificará posteriormente. Sin embargo, la órbita fundamental de este principio 
tiene una doble connotación, expresando por un lado una razón práctica, permitiendo a 
los tribunales conocer asuntos que no habían conocido, y, por el otro, asegurar la certeza 




El principio de la cosa juzgada, tiene un alcance constitucional en el marco de la Carta 
política de 1991, a partir de la prescripción contenida en el artículo 29 Superior, 
relacionándose con el principio de Non bis in ídem, en virtud del cual impide ser juzgado 
dos veces, teniendo una connotación que no solos se plantea en el escenario penal, sino 
que se extiende en todas las disciplinas del derecho, destacándose por impedir que un 
asunto que se sometió a la jurisdicción y que tuvo un pronunciamiento de fondo en 
cumplimiento de las formalidades legales, pueda conocerse nuevamente. Sin embargo, la 
aplicación del principio de cosa juzgada en el marco jurídico colombiano requiere 
elementos de identidad de manera simultánea, los cuales se relacionan con la identidad 
de las partes, del objeto, la causa y la jurisdicción, evocando sus orígenes romanos 
generalizados en el siglo sexto después de Cristo (Olano, (Sf), p. 95). 
Consecuente con la constitucionalización del derecho, este principio adopta relevancia 
respecto de las decisiones adoptadas en los tribunales constitucionales, toda vez que la 
interpretación de estos, definen los valores y principios plasmados en el texto Superior. 
Por su parte la Corte Constitucional colombiana, se ha pronunciado en repetidas 
ocasiones respecto de este principio, a partir del fallo C 593 de 1992, en donde expresó 
que el fin de este principio es impedir que una decisión judicial que encuentre firmeza sea 
sometida nuevamente a un debate, ofreciendo estabilidad y certeza en las relaciones 
jurídicas (2014). 
En sentencia de unificación SU-047 de 1999, con ponencia del Magistrado Eduardo 
Cifuentes Muñoz, se refiere de manera directa a la composición de las sentencias de 
constitucionalidad emitidos por esa Corporación, indicando que la parte fundamental de 
la cosa de cosa juzgada constitucional, se relaciona estrechamente con el argumento que 
sirve de sustento para emitir el fallo, es decir, fuerza vinculante en el marco de una 
sentencia constitucional, no es la parte resolutiva de la misma, si no los argumentos sobre 
los cuales se sustenta dicha decisión (1997). 
Teniendo en cuenta lo anterior, es preciso indicar, el marco y una sentencia 
constitucional, el principio de cosa juzgada se manifiesta en una doble dimensión, la cual 
tiene un carácter explícito, que se expresa en la parte resolutiva de la misma, resolviendo 




conceptos de la parte emotiva que conservan una estructura lógica con la resolución de la 
Sentencia. En consecuencia, se tiene entonces que la parte que goza del principio de cosa 
juzgada en una sentencia constitucional se refiere directamente al "ratio decidendi" o 
razón de la decisión, la cual se expresa de manera explícita y a la parte resolutiva que se 
contiene de manera implícita. 
Ante este panorama en el que se manifiesta el principio de cosa juzgada en materia 
constitucional, a través de la lectura sistemática de diferentes sentencias de la Tribunal 
Constitucional colombiano, se identifica parte de la doctrina una clasificación de la cosa 
juzgada, encontrando definiciones como cosa juzgada aparente, en virtud de la cual no se 
encuentra ninguna relación con las razones por las cuales se declaró la constitucionalidad 
de una norma; la cosa juzgada material, la cual refiere a una decisión previa, qué 
encuentra una relación con la norma o materia de estudio que es sometida nuevamente a 
conocimiento del y la cosa juzgada formal, qué refiere a un asunto resuelto la misma 
Norma o materia de estudio, entre otros (Olano, (Sf), p. 89). 
En síntesis, de lo acotado, se define el concepto de cosa juzgada, como un principio 
jurídico, en virtud del cual se configura seguridad jurídica de un asunto sometido a la 
jurisdicción, dando garantía a las partes, de que éste no se modificará con decisión 
posterior, siempre y cuando se cumpla la identidad de las partes del objeto y de la 
jurisdicción a las que se somete. Igualmente, que ante la constitucionalización del derecho 
encuentra una expresión relevante en las sentencias emitidas por la Corte Constitucional, 
presentando no vinculante en determinadas partes de la sentencia, que se expresa de 
manera explícita en la “ratio decidendi” y de manera implícita en la parte resolutiva. 
2.2. Las providencias de tutela en la Corte Constitucional  
Las sentencias de tutela emitidas por la Corte Constitucional en el ejercicio de las 
competencias definidas en el numeral 9° del artículo 240 Superior, relacionar con la 
revisión acciones judiciales relacionadas con la acción de tutela, desarrollan una 
protección relevante en la defensa de los derechos fundamentales consagrados en el 
marco jurídico colombiano, al ofrecer un pronunciamiento formal de la Corporación 
destinada por el Constituyente para interpretar Carta Política, resolviendo situaciones 




De conformidad con el numeral segundo del artículo 48 de la Ley 270 de 1996, “las 
decisiones judiciales adoptadas en el ejercicio de la acción de tutela, tienen carácter 
obligatorio únicamente para las partes. Su motivación sólo constituye criterio auxiliar 
para la actividad de los jueces", sin embargo, a nivel jurisprudencial se ha definido, que 
las tutelas que se revisan la Corte Constitucional contemplan una interpretación restrictiva 
de los preceptos constitucionales respecto de un caso en concreto, situación que permite 
extender dichas consideraciones a situaciones que se desarrollen con la misma identidad. 
En los términos de lo anterior, se observa que, las sentencias de tutela resueltas en la 
Corte Constitucional ofrecen un criterio auxiliar en los términos descritos del artículo 48 
de la citada ley, pero genera un precedente de interpretación constitucional, que vincula 
parcialmente al juez y sus decisiones, obligándolo a sustentar ampliamente la decisión 
apartarse de lo resuelto por la Corte Constitucional, lo anterior con la finalidad de aplicar 
principio de igualdad. 
De esta manera, se tiene entonces que, las tutelas resueltas en ejercicio de la revisión, 
por parte de la Corte Constitucional, tienen efecto entre las partes, denominado por la 
doctrina constitucional como “inter pares” y efectos “inter comunis”, que hace referencia 
identidad de la situación fáctica que se somete al conocimiento del juez constitucional y 
que debe ser resuelta de la misma manera la corte lo definió, consecuencia de la 
interpretación constitucional para tal fin por la norma (Corte Constitucional, 2019, 
Sentencia SU-037, Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
Concretamente, a modo de conclusión, se ingiere  que las decisiones adoptadas por la 
Corte Constitucional en materia de tutela, constituyen en primer plano un criterio auxiliar 
para la interpretación de preceptos constitucionales que resuelven situaciones fácticas en 
materia de derechos fundamentales, sin embargo, jurisprudencialmente se ha establecido 
qué es la interpretación hace la Corte Constitucional respecto de una situación particular 
con la constitución, hace referencia a un interpretativo que debe ser interpretado de la 
misma manera ante una situación fáctica idéntica, lo que convierte los efectos partes en 
efectos entre comunes. 
3. EL INCIDENTE DE SOSTENIBILIDAD FISCAL EN LA 




Las ponencias en el Congreso Nacional de la República, respecto de la configuración 
del acto legislativo 03 de 2011, en virtud del cual se modificaría el artículo 334 de la 
Constitución Política, destacan una búsqueda por establecer una colaboración armónica 
entre las entidades del Estado, con sujeción a la sostenibilidad fiscal del mismo, haciendo 
referencia a este principio como “un principio que debe orientar a las ramas y órganos 
del poder público, dentro de sus competencias, en un marco de la colaboración 
armónica", haciendo referencia a que la sostenibilidad fiscal permite la materialización 
de todas las competencias que marca el Estado dentro del Estado social de derecho. 
Igualmente, refieren a las características de los tribunales constitucionales, 
configurados como entidades encargadas de interpretar la Constitución, que en cierta 
medida someten a los demás poderes con sus interpretaciones Constitucionales a través 
de la jurisprudencia, que en determinadas ocasiones presentan riesgos en la politización 
de la justicia y el gobierno de los jueces, lo que hace necesario imponer límites a las 
decisiones judiciales en el marco de la sostenibilidad fiscal, obedeciendo a que “la lógica 
jurídica con la que se pronuncian, la mayoría de veces va en contravía de la lógica 
economicista con la que las instituciones encargadas del manejo de las finanzas del 
Estado tienen que operar, y de ahí al llamado a que haya una convergencia” (Senado de 
la República, 2010, p. 4). 
A partir de la expedición del acto legislativo 03 de 2011, el Congreso de la república 
modificó el artículo 334 de la Carta Política Colombiana, con la finalidad de Establecer 
un límite a las sentencias judiciales expedidas por las altas Cortés (Consejo de Estado, 
Corte Suprema de Justicia, Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y la 
Corte Constitucional), en virtud de las cuales se defina una condena en contra de las 
entidades públicas, modificando, difiriendo o modulando los efectos de las mismas, en 
búsqueda de la sostenibilidad fiscal del Estado y las instituciones que lo componen (Roa, 
2015, p. 15).  
Como sujetos activos, para invocar la aplicación del incidente de impacto fiscal a una 
de las sentencias proferidas por las máximas corporaciones judiciales, el inciso cuarto del 




de gobierno, para que éstos en el ejercicio de sus competencias soliciten la apertura de un 
incidente de impacto fiscal cuyo trámite será de carácter obligatorio. 
De conformidad con artículo 334 de la Constitución Política, dentro del trámite del 
incidente de impacto fiscal, se relacionan las explicaciones que exponen los proponentes, 
relacionando la sentencia expedida por el órgano judicial, definiendo el impacto sobre las 
finanzas del Estado y la ponencia respecto de los efectos de dicho fallo, determinando si 
se conducirá a modular, modificar o diferir los efectos de la sentencia. Finalmente, en el 
parágrafo de la norma en cuestión, relaciona que, para la interpretación de este artículo, 
con destinó a las autoridades legislativas, judiciales y administrativas, deberán respetarse 
los derechos fundamentales, dejando una prohibición expresa indicando que ninguna de 
ellas podrá invocar el incidente de impacto fiscal para menoscabar derechos 
fundamentales. El trámite del incidente antes referido se desarrolla con ocasión de la Ley 
1695 de 2013, en virtud de la cual, se definen las reglas para su aplicación (Gaviria, 2018, 
p. 392). 
El artículo primero de la Ley referida anteriormente refiere como destinatario del 
incidente de impacto fiscal no sólo a las sentencias emitidas por las altas corporaciones 
judiciales, toda vez que vincula los autos que se prefieren con posterioridad a la misma. 
Sin embargo, con sentencia de constitucionalidad C- 870 de 2014, el Tribunal 
Constitucional colombiano declaró condicionalmente exequible el aparte relacionado con 
"los autos que se prefieran con posterioridad a la misma", en el entendido en que 
atendiendo a la reserva de ley estatutaria esas provisiones no recaen sobre los autos que 
se expidan en materia de tutela. 
De conformidad con el artículo cuarto de la Ley 1695 de 2013, están además del 
Procurador General de la Nación y los ministros del Gobierno, las partes (demandante y 
demandado) del proceso que dio origen a la sentencia sobre la cual se aplica el incidente 
de impacto fiscal. Este deberá ser presentado ante el magistrado corporación que presentó 
la ponencia en la sentencia dentro del término de la ejecutoria. Posteriormente, luego de 
la verificación formal del término en el que se presentó la apertura del incidente dentro 
de los cinco días hábiles siguientes procederá aperturar el incidente, el cual deberá 




Luego de la verificación de requisitos del incidente impacto fiscal, el cual debe 
contener las razones el impacto licitud de la Corporación modificación, modulación o 
diferencia de efectos, el juez ordenará la admisión o inadmisión de la demanda del 
incidente, pudiéndose subsanar en caso de ser inadmitido. El auto admisorio, deberá 
contener la notificación por Estado del solicitante, del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y de las partes dentro del proceso que dio origen a la sentencia, indicando la fecha 
de la audiencia en la que se definirá el incidente por parte de la misma corporación que 
expidió la sentencia, definiendo la decisión en sala plena por la mayoría de sus miembros, 
indicando si hay lugar a diferir los efectos de la sentencia, modularlos o modificarlos. 
Una vez emitida la decisión, no podrá modificarse por parte del tribunal que se pronuncia, 
con la finalidad de no perturbar la sostenibilidad fiscal. 
Concretamente, el incidente impacto fiscal, es un instrumento de carácter jurídico, en 
virtud del cual se hace una valoración de carácter económico con posterioridad a la 
ponencia de una sentencia, durante el término de ejecutoria, que permite defender las 
finanzas del Estado, a través del diferimiento de los efectos de una sentencia, la 
modulación o modificación de la misma, cuando la corporación que expidió el fallo lo 
apruebe a través de un trámite en donde interviene el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, y el peticionario, qué puede ser el Procurador General de la Nación o alguno de 
los Ministros del Gobierno. El alcance teleológico de esta disposición busca prevalencia 
del orden económico necesaria para garantizar derechos fundamentales temas 
consagrados por la constitución.  
3.1. La sostenibilidad fiscal del Estado colombiano con relación a las sentencias 
de tutela de la Corte Constitucional 
La sostenibilidad fiscal como principio constitucional colombiano, permite proyectar 
el cumplimiento de los fines propuestos en la carta política, a través de la planeación y 
modulación del presupuesto, que se encuentra en esa de la rama ejecutiva, como 
ordenadora del gasto. De esta manera, se integran otras ramas del poder público que deben 
conjugar armónicamente sus decisiones para impactar positivamente las previsiones 
hechas por el ejecutivo, quién en muchas ocasiones se convierte en garante directo de las 





Teniendo en cuenta lo anterior y con relación a las competencias de la Corte 
Constitucional, es preciso observar que la responsabilidad atribuida por el Constituyente 
a este órgano colegiado no es de carácter ilimitado, toda vez que debe conjugar el 
principio de colaboración armónica contenido en la norma Superior con sus competencias 
y las de las demás ramas del poder público. En consecuencia, las sentencias emitidas por 
este órgano constitucional deben garantizar el apego de las acciones del Estado a las 
disposiciones superiores, en el marco de la sostenibilidad fiscal, la cual, a partir del 
reconocimiento en el estrado constitucional, juega un factor fundamental relacionado con 
la efectividad. 
Este aspecto que contrasta la garantía de derechos constitucionales y la capacidad 
económica del Estado para hacerlos efectivos, ha sido tenida en cuenta en algunos 
pronunciamientos de la Corte Constitucional, como en el caso de la sentencia de tutela T 
- 1279 del 2001, con ponencia del magistrado José Manuel Cepeda Espinosa, en virtud 
de la cual, con ocasiona una acción de tutela promovida por el señor José Nicolás mercado 
Acuña en representación de su hijo de 17 años, quien solicitó se ampare el derecho al 
desarrollo sano del menor, como consecuencia de la omisión en la de test de alergia, por 
parte de la Caja de Previsión Seccional Atlántico (2001). 
En dicho pronunciamiento, el Tribunal Constitucional expresa “La Sala encuentra que 
la limitación del derecho de la salud en este caso, la cual se concreta por la no inclusión 
del test de alergia en el P.O.S y la consecuente no prestación de este examen, se encuentra 
justificada en la decisión legislativa de distribuir los recursos públicos destinados a la 
salud de forma que las enfermedades más graves y con mayor impacto sobre la 
autonomía y la calidad de vida de las personas tengan sobre aquellas enfermedades que 
aunque dignas de atención, no ostentan tal entidad que intervención inmediata del Estado 
para asegurar el pleno goce del derecho fundamental a la salud (...)”(Corte 
Constitucional,2001, Sentencia T-1279, Manuel José Cepeda Espinosa),), dejando 
presente, por un lado, los límites constitucionales del derecho a la salud, y por el otro, la 
necesidad de respetar dichos límites para que la distribución de recursos garantice ese 




Sin embargo, en otras sentencias de tutela emitidas por el mismo Tribunal 
Constitucional, no se tiene en cuenta la distribución de recursos por parte del órgano 
ejecutivo como ordenador de gasto, orientándose a impartir instrucciones para el 
cumplimiento y garantía derechos, situación que a pesar de dictarse en el marco del 
Estado Social de Derecho, requiere de una disposición de recursos para su cumplimiento, 
los cuales por la espontaneidad del fallo no se conjugan con el principio de planeación 
gasto público, generando un impacto negativo en las finanzas del Estado, que conduce a 
partir de la vigencia del fallo, a una búsqueda de medios para su cumplimiento. 
Dentro del grupo de providencias referidas anteriormente, se destaca la sentencia de 
tutela T-025 de 2004, con ponencia del magistrado Manuel José Cepeda Espinosa, en 
virtud de la cual, se resuelve una situación común presentada dentro de 108 expedientes 
de tutela, promovidos principalmente por madres cabeza de familia, pertenecientes a 
población desplazada, las cuales accionan el Departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, los Ministerios 
de Salud y de Trabajo y Seguridad Social entre otros, por considerar que dichas 
instituciones estatales, no atendían las necesidades de esa población, relacionadas con la 
vivienda y acceso a proyectos productivos, la salud, la educación y la ayuda humanitaria 
(Senado de la República, 2010, p. 4). 
Dentro de las decisiones que se revisaron objeto del fallo de tutela, se destacan la 
improcedencia para la obligación fusión del Decreto 951 de 2001, sobre el auxilio de 
vivienda, y la incompetencia de la acción de tutela para ordenar a las instituciones 
estatales de la distribución de competencias y funciones, entre otras, que permitieron el 
pronunciamiento de la Corte Constitucional, respecto de los derechos fundamentales de 
los desplazados y la relación con la asignación de recursos para su protección, señalando 
“El que las leyes anuales de presupuesto limiten la asignación de recursos dirigido a la 
ayuda de las población desplazada, es un indicativo de la realidad fiscal y 
macroeconómica en la que se encuentra el país. Sin embargo, ello no significa que las 
leyes de presupuesto constituyen una modificación de los alcances de la ley 387 de 1997. 
Desde el punto de vista constitucional, es imperioso destinar el presupuesto necesario 
para que los derechos fundamentales de los desplazados tengan plena realización"(Corte 




Conforme lo planteado, la corte expresa que, en el marco del Estado social de derecho 
las acciones del Estado deben estar encaminadas al cumplimiento de las obligaciones 
constitucionales, haciendo un uso progresivo de la destinación de recursos en las 
dimensiones qué más demanden inversión, es decir, que con relación al tema estudio 
analizado en la sentencia T-025 de 2004, el Estado colombiano y sus instituciones, están 
en el deber de soportar la demanda derechos fundamentales que tiene la población 
desplazada, realizando una inversión progresiva de recursos que garantiza el 
cumplimiento de los mismos, en el marco de la constitucionalidad. 
En consecuencia, la sentencia referida, vincula al Estado colombiano, para la 
destinación de recursos que solventen Efectivamente es las demandas de la población 
desplazada, destacando que las leyes de presupuesto deberán ser consecuentes con la 
situación de los mismos, de tal manera que, si éstos no encuentran el amparo de sus 
derechos fundamentales las disposiciones presupuestales actuales, deberá incrementarse 
disposiciones para garantizar los derechos de esa población. 
Un argumento semejante se expresa en la sentencia de tutela T-760 de 2008, con 
ponencia del magistrado Manuel José Cepeda Espinosa, en donde se expresa respecto del 
derecho a la salud y otras obligaciones del Estado sosteniendo lo siguiente “Algunas de 
las obligaciones que se derivan de un derecho fundamental y que tienen un carácter 
prestacional, son de cumplimiento inmediato, bien sea porque se trata de una acción 
simple del Estado, que no requiere mayores recursos (por ejemplo, la obligación de 
suministrar la información de cuáles son sus derechos a los pacientes, antes de ser 
sometidos a un tratamiento médico), o porque a pesar de la movilización de recursos que 
la labor implica, la gravedad y urgencia del asunto demandan una acción estatal 
inmediata (por ejemplo, la obligación de adoptar las medidas adecuadas y necesarias 
para garantizar la atención en salud de todo bebé durante su primer año de vida –art. 
50, CP–). Otras de las obligaciones de carácter prestacional derivadas de un derecho 
fundamental son de cumplimiento progresivo, por la complejidad de las acciones y los 
recursos que se requieren para garantizar efectivamente el goce efectivo de estas facetas 




Dentro de lo anterior se deduce que, el Estado colombiano está vinculado a una 
destinación progresiva de recursos, que le permita satisfacer demandas en materia de 
derechos fundamentales encuentren en la población, cumpliendo manera efectiva con las 
prescripciones constitucionales, dando prioridad en la inversión de estas situaciones, por 
encontrarse en el marco de un Estado social de derecho. 
Concretamente, se observa que, en ejercicio de la revisión de tutelas efectuado por la 
Corte Constitucional, se impactan efectivamente las finanzas del Estado, producto de la 
adopción de decisiones que buscan hacer prevalecer los derechos fundamentales en el 
marco del Estado social de derecho, obligando a las instituciones, a ejecutar 
progresivamente el presupuesto en garantía de dichos derechos.  
Conclusiones  
Con la expedición del acto legislativo 03 de 2011, en virtud del cual se modificó el 
artículo 334 Superior, se introdujo al texto constitucional el incidente de impacto fiscal, 
en virtud del cual, las sentencias proferidas por las altas corporaciones jurídicas 
colombianas (Consejo de Estado, Corte Suprema de Justicia, Sala Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura y Corte Constitucional), estarían sujetas para modular, 
modificar o diferir los efectos, como consecuencia la afectación a las finanzas públicas. 
El procedimiento en la misma corporación que expidió la sentencia somete a 
consideración del Juez el impacto de su determinación en las finanzas del Estado. Este 
debe interponerse por parte de Procurador General de la Nación o por alguno de los 
Ministros del Gobierno, durante el término de ejecutoria de la sentencia, concluyendo 
con la decisión que adopte la sala plena del organismo que expidió la sentencia. 
Conforme a lo anterior, el hecho de alterar una decisión adoptada en el marco de la 
interpretación constitucional afecta importantemente el principio de seguridad jurídica, 
con relación a la cosa juzgada, toda vez, que se matiza la decisión con un cemento 
meramente económico, el cual es fundamental para garantizar las obligaciones del 
Estado, sin embargo, se deja de lado la progresividad con la que el Estado debe cumplir 




En otros términos, la posibilidad de modificar una sentencia, instrumentalizando el 
incidente de impacto fiscal, implica la sujeción del derecho a la economía, dejando en un 
segundo plano las garantías fundamentales consagradas en el texto Superior, dejando un 
sinsabor de las interpretaciones jurídicas que se dan en el marco jurídico colombiano. 
El Estado de bienestar o Estado benefactor, es consecuente con una construcción 
política que tuvo auge en la década de los cincuentas, enmarcando en un aspecto 
meramente económico, que, a diferencia del Estado liberal clásico, vincula al Estado para 
el cumplimiento de obligaciones en diferentes dimensiones, con relación a la población 
menos beneficiada, en búsqueda del equilibrio de cargas en términos económicos, 
jurídicos y sociales. 
Para la década de los años setentas, las políticas sociales promovidas por la mayoría 
de Estados occidentales, como consecuencia de la implementación del Estado de 
bienestar, generó complicaciones en las administraciones gubernamentales, producto de 
las fluctuaciones del mercado que imponían a los gobiernos retos en materia económica, 
sumado a un aumento indiscriminado de la burocracia gubernamental, que representaba 
más gasto público y la exigencia de demandas sociales, conduciendo a un desmonte 
parcial del Estado de bienestar, que dio origen al neoliberalismo.  
En un marco meramente pluralista, que se orientaba establecer una nueva forma de 
Estado, que garantizara las desigualdades históricas dentro de la sociedad colombiana, se 
promulgó la constitución política de 1991, la cual se orienta a establecer una garantía para 
los intereses colectivos e individuales, en el marco de una economía capitalista. Respecto 
de la aplicación de justicia, fundamental en la concepción del Estado bienestar, se amplía 
considerablemente la interpretación constitucional a través de los altos tribunales, 
reflejando una ganancia en la aplicación de principios e interpretación jurídica, que en 
determinadas ocasiones exhibe una tensión entre los intereses económicos y los sociales. 
Los principios constitucionales, entendidos como interpretaciones normativas que 
determinan los medios para el cumplimiento de los fines del Estado, se expresan a lo largo 
del texto constitucional, con la finalidad de contribuir a la materialización de los valores 
constitucionales. Con relación a la aplicación de la justicia, como función esencial del 




seguridad jurídica de cosa juzgada, que al complementarse expresan una certeza de las 
decisiones judiciales y de la interpretación jurídica con base en él texto constitucional. 
Sin ser ajeno la constitucionalización del derecho, el Estado colombiano a la luz de la 
Constitución Política de 1991, entregó la interpretación de la norma Superior la Corte 
Constitucional, tribunal que en ejercicio de sus competencias, concretamente en las 
revisiones de la acción de tutela, ha establecido cambios fundamentales en las 
competencias del Estado, sustentando sus providencias en la prevalencia de las garantías 
fundamentales que interpreta, impactando notoriamente en determinadas ocasiones las 
finanzas del Estado, el cual por hacer parte de un modelo económico, presenta 
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